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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 22 DE MARZO AL 12 DE ABRIL DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 

ABRIL 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019643  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 28/2019 (10a.)  
 
RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 
1 DE ENERO DE 2014, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
El artículo mencionado al prever la posibilidad de que las personas físicas que tributan en el Título 
II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, puedan realizar diversas deducciones adicionales a las que 
les corresponden a cada una de las actividades que desarrollan, tales como son los pagos por 
honorarios médicos y dentales, así como los gastos hospitalarios, pero condicionando a que esas 
erogaciones se efectúen a través de cheque nominativo del contribuyente, transferencias 
electrónicas de fondos, desde cuentas abiertas a nombre del contribuyente en instituciones que 
componen el sistema financiero y las entidades que para tal efecto autorice el Banco de México o 
mediante su tarjeta de crédito, de débito, o de servicios, no vulnera el principio de proporcionalidad 
tributaria, en tanto que la norma no impide el ejercicio del derecho a la deducción, sino que señala 
la forma en que deben efectuarse dichas erogaciones. Ahora bien, tal condicionante, se estableció 
por razones de política fiscal a efecto de identificar el pagador del gasto que se deduce, lo que otorga 
mayor certeza de que las personas que las realizan son quienes efectuaron el gasto y que sean 
coincidentes con las erogaciones a que se refiere la ley, lo que permitirá evitar actos de evasión y 
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elusión fiscal, además de que facilita el ejercicio de las facultades de comprobación con las que 
cuenta la autoridad hacendaria, de lo que se tiene que es válido que las personas físicas, por regla 
general, deban efectuar sus erogaciones a través de los esquemas instaurados por el sistema 
financiero. Por tanto, el establecimiento de requisitos formales por parte del legislador para poder 
efectuar una deducción, en principio, no implica una vulneración al principio de proporcionalidad 
tributaria, pues la imposibilidad de considerar un gasto dentro del esquema del impuesto sobre la 
renta deriva del incumplimiento de esa formalidad, pero no por el desconocimiento –per se– por 
parte del legislador de ese gasto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 633/2017. Francisco Reséndiz Becerra. 10 de enero de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.  
 
Amparo en revisión 1105/2017. Javier López Rodríguez. 7 de febrero de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez.  
 
Amparo en revisión 764/2017. Maximino Ramírez. 7 de febrero de 2018. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo.  
 
Amparo en revisión 674/2017. Sally Shrem Shrem. 18 de abril de 2018. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.  
 
Amparo en revisión 1381/2017. Rosita Liset Gálvez Cirerol. 20 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar.  
 
Tesis de jurisprudencia 28/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
 
 
 



 

3 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2019625  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 29/2019 (10a.)  
 
DELITO DE DESACATO A UNA SENTENCIA DE AMPARO. EL ARTÍCULO 267, FRACCIÓN I, EN RELACIÓN 
CON EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL MISMO NUMERAL, DE LA LEY DE AMPARO, NO TRANSGREDE EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
 
Del citado precepto se advierte que el tipo penal se integra por los siguientes elementos: a) que el 
sujeto activo tenga la calidad de autoridad, b) con esa calidad incumpla una sentencia de amparo o 
no la haga cumplir y c) que la acción u omisión sea en forma dolosa, lo que revela que se está en 
presencia de un tipo penal mixto alternativo, pues basta que se realice cualquiera de las conductas, 
ya sea incumplir una sentencia de amparo o no hacerla cumplir, para que se consume el ilícito. Ahora 
bien, por incumplir debe entenderse no llevar a efecto, dejar de cumplir, esto es, el tipo penal 
requiere que se deje de cumplir una sentencia de amparo, también el término “no la haga cumplir”, 
redunda en el incumplimiento del fallo, lo que revela que en ambos supuestos se pretende 
sancionar la conducta que implica una resistencia de cualquier modo a dar cumplimiento a los 
mandatos u órdenes dictadas en una sentencia protectora, ya sea a la responsable obligada al 
cumplimiento o a su superior jerárquico. Aunado a lo anterior, el legislador expresamente señaló 
en el referido artículo 267, último párrafo, de la Ley de Amparo que las mismas penas que se 
impongan por incumplir una sentencia de amparo o no hacerla cumplir, serán impuestas al superior 
de la autoridad responsable. Asimismo, estableció el rango de punibilidad para ambas conductas, a 
saber, pena de cinco a diez años de prisión, entre otras sanciones, ya que conforme al precepto 194 
de la ley citada, en caso de que no se logre el cumplimiento de la sentencia, el superior jerárquico 
incurre en responsabilidad en los términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiere 
concedido el amparo. Por tanto, la porción normativa impugnada señala las diversas conductas que 
están plenamente descritas en el artículo 267, fracción I, de la Ley de Amparo, lo que hace posible 
a la autoridad responsable directamente vinculada con el cumplimiento y a su superior jerárquico, 
anticipar cuál es la conducta penalmente relevante, el parámetro de punibilidad y, en consecuencia, 
la pena que les sería aplicable en caso de incumplir o no hacer cumplir dolosamente una sentencia 
de amparo, pues el juzgador cuenta con un rango mínimo y máximo de cinco a diez años de prisión, 
el que también es aplicable a la autoridad directamente vinculada con el cumplimiento y su superior 
jerárquico, por lo que el precepto mencionado cumple con el grado de determinación necesario de 
la conducta que es objeto de prohibición y contempla una penalidad clara, de forma tal, que dota 
de certeza jurídica a su destinatario y, por ende, no es contrario al principio de legalidad en su 
vertiente de taxatividad, contenido en el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4832/2018. Liliana García Ortega. 31 de octubre de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
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Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz 
Ortiz.  
 
Amparo directo en revisión 4833/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 31 de octubre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
Amparo directo en revisión 4608/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 21 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 4953/2018. Liliana García Ortega. 21 de noviembre de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 5971/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 6 de marzo de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Tesis de jurisprudencia 29/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019621  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 27/2019 (10a.)  
 
COMISARIOS. LOS ARTÍCULOS 154 Y 171 DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES, NO 
VIOLAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE TRABAJO. 
 
Del contenido de los citados preceptos se desprende que en el caso de los comisarios, se aplicarán 
las mismas disposiciones contenidas en los artículos 144, 152, 154, 160, 161, 162 y 163 de la Ley 
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General de Sociedades Mercantiles; esto es que la misma ratio iuris contenida en el artículo 154 del 
ordenamiento legal mencionado, aplicable a los administradores de la sociedad, deberá serlo 
también para los comisarios, lo que implica que éstos deberán continuar en el desempeño de sus 
funciones aun cuando hubiere concluido el plazo para el que hayan sido designados, hasta en tanto 
no se hagan nuevos nombramientos y tomen posesión de sus cargos. En este orden, los artículos 
154 y 171 de la Ley General de Sociedades Mercantiles no vulneran el derecho fundamental a la 
libertad de trabajo, pues el comisario, sea socio o persona extraña, no es un empleado de la sociedad 
mercantil, pues en la ley existe prohibición expresa de que entre ellos pueda existir una relación de 
carácter laboral. En efecto, el comisario no es un trabajador de la sociedad mercantil, por no estar 
subordinado a los administradores de ésta, pues las funciones que la ley le encomienda son, en 
esencia, examinar ilimitadamente y en cualquier tiempo la situación financiera de la sociedad 
conforme a las operaciones realizadas, con la finalidad de auxiliar a la asamblea general de 
accionistas en la vigilancia de los actos de su órgano de administración. Por tal razón, la actividad 
del comisario necesariamente tiene la naturaleza de la prestación de un servicio, conforme a las 
estipulaciones que la asamblea general de accionistas y comisario convengan, bajo una forma 
contractual, pero no es un trabajador de la sociedad mercantil. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7516/2017. Enrique Proa Román y otro. 2 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Ricardo García de la Rosa.  
 
Amparo directo en revisión 6612/2017. Gerardo Vicente Hernández Pastor por propio derecho y en 
su carácter de administrador y comisario de Concordia Morelos, S.A. de C.V. y otro.23 de mayo de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo.  
 
Amparo directo en revisión 571/2018. Enrique Proa Román. 6 de junio de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.  
 
Amparo directo en revisión 3471/2018. Enrique Proa Román y otro. 31 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.  
 
Amparo directo en revisión 6502/2018. Enrique Proa Román y otro. 30 de enero de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: César De La Rosa Zubran. 
 
Tesis de jurisprudencia 27/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. 
 



 

6 
 

Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019618  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. XXIX/2019 (10a.)  
 
ORDEN DE APREHENSIÓN. REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBE CONTENER LA CONSTANCIA EMITIDA 
POR EL JUEZ DE CONTROL PARA LOGRAR SU EJECUCIÓN. 
 
La orden de aprehensión para su emisión, conforme al nuevo sistema de justicia penal, requiere de 
datos que establezcan que se cometió un hecho señalado por la ley como delito y que existe la 
probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión, ya que el objetivo es poner 
al detenido a disposición del juez de control para que el Ministerio Público formule imputación y 
exprese los datos de prueba correspondientes, a fin de que se dicte el auto de vinculación a proceso 
y se formalice la investigación. Así, para que se pueda llevar a cabo la ejecución de la orden de 
detención, es necesario que el juez de control proporcione a los elementos aprehensores una 
constancia que contenga los puntos resolutivos de la determinación que emitió de manera oral, así 
como copia del audio y video de la audiencia relativa, que les permita identificar plenamente al 
gobernado y que éste pueda imponerse adecuadamente de la decisión que afecta su derecho a la 
libertad personal, por tanto, los requisitos mínimos que debe contener la aludida constancia son los 
siguientes: a) el nombre y apellidos de la persona que se pretende detener; b) la causa penal 
instruida por su probable participación en la comisión de un hecho que la ley señala como delito, 
previsto y sancionado en el ordenamiento sustantivo aplicable; c) el juez de control que la pronunció 
y d) la fecha en que se expidió. Con tales elementos se otorgará certeza y seguridad jurídica al 
particular, y se asegurará la prerrogativa de defensa contra una detención que no cumpla con la 
exigencia constitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce. 6 de junio de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019617  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXVIII/2019 (10a.)  
 
ORDEN DE APREHENSIÓN. LA VIDEOGRABACIÓN DE LA AUDIENCIA QUE LA CONTIENE EN LA QUE EL 
JUEZ DE CONTROL LA EMITIÓ, CONSTITUYE EL REGISTRO EXIGIDO POR EL ARTÍCULO 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PARA QUE EL IMPUTADO 
CONOZCA LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE AQUEL ACTO DE MOLESTIA. 
 
Al ser la orden de detención, un acto dictado en la audiencia por el Juez de Control, en el que deberá 
expresar el fundamento legal y las razones por las que lo emitió, será innecesario que pronuncie 
una diversa resolución por escrito, ya que la constancia que dota de seguridad jurídica al imputado 
para conocer las razones y el fundamento que tomó en cuenta el juzgador para pronunciar su 
decisión, es la videograbación del desarrollo de la audiencia. Máxime que de conformidad con el 
artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Federal, reformado mediante decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, el Constituyente determinó que en 
los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la 
oralidad, como es el proceso penal acusatorio y oral, bastará con que quede constancia del acto de 
molestia por cualquier medio, no sólo por "escrito". 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce. 6 de junio de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019616  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XXX/2019 (10a.)  
 
AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA SE INTERRUMPE CUANDO 
POR ERROR SE PLANTEÓ EN LA VÍA INDIRECTA ANTE EL JUEZ DE DISTRITO. 
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De la interpretación constitucionalmente válida del artículo 176, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo se concluye que la regla según la cual la presentación de la demanda ante autoridad distinta 
de la responsable no interrumpe los plazos que para su promoción establece esa ley, se actualiza en 
el caso de una demanda de amparo planteada en la vía directa, mas no cuando el quejoso equivoca 
la vía y presenta su demanda como amparo indirecto ante el Juez de Distrito, pues esta última 
hipótesis, igual que ocurre con una demanda de amparo indirecto presentada en la vía directa, se 
resuelve en los artículos 45 y 47 de la misma ley mediante la reconducción de la vía y el envío de la 
demanda ante el órgano competente, lo cual supone que su presentación se tiene por válida y 
susceptible de interrumpir el plazo respectivo por hacerse bajo las reglas del juicio de amparo que 
se creyó procedente. Así, equiparar el caso de un juicio de amparo tramitado erróneamente en la 
vía indirecta con el supuesto normativo del artículo 176 citado, sobre la presentación de la demanda 
de amparo directo ante autoridad distinta de la responsable, no sólo resulta en una interpretación 
que contraviene la unidad y coherencia de la Ley de Amparo, sino que también atenta contra los 
derechos de acceso a la justicia y a un recurso efectivo, porque impone al justiciable la carga excesiva 
de no errar en la determinación de la vía procedente cuyo incumplimiento puede derivar en la 
extemporaneidad de la demanda, cuestión que no está relacionada con las cargas procesales 
razonables que pueden exigirse a los gobernados para la correcta administración de justicia, ante la 
posibilidad de que bajo ciertas circunstancias no resulte fácil la determinación de la vía correcta. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 723/2018. Carlos Gracida Liceaga, su sucesión. 31 de octubre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien indicó que está con el sentido pero 
por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Mónica Cacho Maldonado.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019608  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 15/2019 (10a.)  
 
ACCIÓN DE PAGO DE HONORARIOS DERIVADA DE UN CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES. PARA SU PROCEDENCIA, EL ACTOR DEBE EXHIBIR LA CÉDULA PROFESIONAL QUE 
ACREDITE ESTAR FACULTADO PARA EJERCER LA PROFESIÓN DE LICENCIADO EN DERECHO O 
ABOGADO U OTRAS EVIDENCIAS QUE GENEREN AL JUZGADOR LA CONVICCIÓN DE QUE SE LE 
EXPIDIÓ AQUÉLLA (SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 16/2005). 
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La acción de pago de honorarios derivada del contrato de prestación de servicios profesionales tiene 
como elemento esencial que el actor esté autorizado para ejercer la profesión de licenciado en 
derecho o abogado, por lo que, para su procedencia, es necesario que acredite fehacientemente 
que tiene esa calidad, lo que debe probarse a través de la exhibición de la documental pública 
consistente en la cédula profesional o a partir de otros medios de prueba que generen en el juzgador 
la convicción de que se le expidió aquélla, como por ejemplo, la inscripción del profesionista en el 
"Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho, ante los Tribunales 
de Circuito y Juzgados de Distrito", o las evidencias que demuestren que fue reconocido por un 
juzgador como autorizado por una de las partes en un juicio de amparo, en términos del artículo 12 
de la Ley de Amparo, previa acreditación de encontrarse legalmente autorizado para ejercer la 
profesión de licenciado en derecho o abogado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Solicitud de sustitución de jurisprudencia 6/2018. Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 7 de 
noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de 
abril de 2019 a las 10:09 horas y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 
8 de abril de 2019 para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
Número 19/2013, por lo que a partir de esas mismas fecha y hora, y con motivo de la resolución de 
la solicitud de sustitución de jurisprudencia 6/2018, ya no se considera de aplicación obligatoria la 
diversa 1a./J. 16/2005, de rubro: "HONORARIOS. LA ACCIÓN DE PAGO DERIVADA DE UN CONTRATO 
DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES, REQUIERE PARA SU PROCEDENCIA QUE EL ACTOR 
EXHIBA LA CÉDULA PROFESIONAL QUE ACREDITE SU CALIDAD DE LICENCIADO EN DERECHO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 
2005, página 290. 
 
Tesis de jurisprudencia 15/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinte de febrero de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019692  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 30/2019 (10a.)  
 
VIOLACIONES PROCESALES QUE TRASCIENDEN AL RESULTADO DEL FALLO. EL ARTÍCULO 174 DE LA 
LEY DE AMPARO NO VULNERA EL NUMERAL 107, FRACCIÓN III, INCISO A), DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
La constitucionalidad de una norma secundaria no depende de que su contenido esté previsto 
expresamente en la Constitución, sino de que respete los principios constitucionales. De ahí que el 
mero hecho de que el artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Federal no establezca 
expresamente que la parte quejosa debe precisar en su demanda por qué la violación procesal 
trasciende al resultado del fallo, no convierte en inconstitucional el artículo 174 de la Ley de Amparo. 
De una interpretación teleológica, tanto del artículo 107, fracción III, inciso a), constitucional, como 
del artículo 174 de la Ley de Amparo, se advierte que el Constituyente fue claro en imponer a la 
parte quejosa la carga de invocar todas las violaciones procesales que estime hayan sido cometidas 
en el procedimiento de origen, y consideró que la suplencia de la queja por parte del Tribunal 
Colegiado del conocimiento sólo procede en las materias civil y administrativa en los casos previstos 
en el artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo vigente. En otras palabras, cuando haya habido, 
en contra del recurrente, una violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar 
los derechos previstos en el artículo 1o. de la propia Ley de Amparo. Lo anterior, se traduce en que 
los tribunales de amparo sólo están obligados a suplir la deficiencia de la queja cuando adviertan 
una violación clara, innegable, que afecte sustancialmente al quejoso en su defensa. Sólo en esos 
casos, no se exigirá al quejoso que haya hecho valer la violación de que se trate, ni que haya 
cumplido con los requisitos que establece la Ley de Amparo para el estudio de los conceptos de 
violación. Lo anterior es así, porque si el propio inciso a), de la fracción III, del artículo 107 
constitucional, establece que en el amparo directo sólo se estudiarán las violaciones procesales ‘que 
afecten las defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo’, y se parte de la base de que 
la suplencia de la queja sólo procede en los casos en que el Tribunal Colegiado advierta que hubo 
una violación evidente que dejó al quejoso sin defensa por afectar sus derechos fundamentales. Por 
demás, resulta razonable que la ley exija que la parte quejosa precise aquellas violaciones que no 
son evidentes, y que proporcione al tribunal de amparo todos los elementos que puedan ser 
necesarios para proceder a su estudio, incluyendo la precisión de por qué trascendieron al resultado 
del fallo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 502/2014. Lorenzo Alcantar López y otros. 21 de mayo de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz. 
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Amparo directo en revisión 2479/2016. Ricardo Salido Moreno y otros. 15 de marzo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 483/2018. Banco Nacional de México, S.A., integrante del Grupo 
Financiero Banamex. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 1699/2018. Martha Elena Reyes Pereyra. 5 de septiembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 5807/2018. Compañía de Aguas de Ramos Arizpe, S.A. de C.V. 9 de enero 
de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza 
Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 30/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de tres de abril de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019688  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXXIII/2019 (10a.)  
 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, INCISO E, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE 
LA MATERIA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD QUE RIGE A LAS MULTAS. 
 
El artículo citado faculta al Instituto Federal de Telecomunicaciones para sancionar con multa por la 
infracción a lo dispuesto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión y a las 
disposiciones que de ella deriven. Ahora bien, la multa prevista en el inciso E, fracción I, del referido 
precepto oscila entre el 6.01% y hasta el 10% de los ingresos acumulables del infractor que preste 
servicios de telecomunicaciones o radiodifusión sin contar con concesión o autorización. Por su 
parte, el artículo 301 de la misma normativa establece que para determinar el monto de las multas, 
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la autoridad debe tomar en consideración la gravedad de la infracción, la capacidad económica del 
infractor, la reincidencia y el cumplimiento espontáneo de las obligaciones que dieron origen al 
procedimiento, el cual podrá considerarse como atenuante de la sanción. Luego, el ordenamiento 
de referencia, contiene los parámetros necesarios para que la autoridad administrativa determine 
el monto de la multa por la infracción cometida, lo que, de conformidad con el artículo 298, oscila 
entre un porcentaje mínimo y un máximo de los ingresos, situación que refleja el cumplimiento del 
estándar constitucional exigible. Por consiguiente, el artículo 298, inciso E, fracción I, de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, no vulnera el principio de proporcionalidad que rige 
a las multas, previsto en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues establece una sanción administrativa pecuniaria en porcentajes determinados entre un 
mínimo y un máximo, por lo que la autoridad cuenta con un parámetro para su individualización, 
dentro del cual, debe considerar la eventual gravedad de la infracción, la capacidad económica del 
infractor, la reincidencia y, en su caso, las atenuantes de la sanción, lo que impide un tratamiento 
desproporcionado o desigual y, garantiza la seguridad jurídica de los gobernados. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 479/2018. Grupo Empresarial Mexicano en Telecomunicaciones, S.A. de C.V. 17 
de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien está con el 
sentido, pero por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Monserrat Cid Cabello. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019661  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de abril de 2019 10:16 h  
Materia(s): (Civil, Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 1/2019 (10a.)  
 
COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. LA REGLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO, NO RESULTA APLICABLE A LAS CLÁUSULAS ESTIPULADAS EN CONTRATOS 
BANCARIOS DE ADHESIÓN CUANDO SE ADVIERTA VULNERACIÓN A LA GARANTÍA DE ACCESO A LA 
IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. 
 
De conformidad con lo dispuesto por los artículos 1093 y 1120 del Código de Comercio, la 
competencia territorial es prorrogable, en atención a que las partes de un acto jurídico pueden 
someterse, para el caso de controversia, a los tribunales de un determinado lugar a través del pacto 
de sumisión, mediante el cual los interesados manifiestan su voluntad en forma expresa. Sin 
embargo, para que se configure esa sumisión, necesariamente debe existir la voluntad de las partes 
en renunciar al fuero que la ley les concede y que se haga la designación de tribunales competentes, 
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pero con la condición de que sean únicamente los del domicilio de alguna de las partes, los del lugar 
del cumplimiento de alguna de las obligaciones contraídas, o los del lugar de ubicación de la cosa. 
Ahora, si bien es cierto que en términos de lo dispuesto por el artículo 78 del Código de Comercio, 
la voluntad de las partes es la ley suprema de los contratos –entre los que se encuentran los 
contratos de adhesión de prestación de servicios bancarios–; también lo es que esa regla genérica 
en materia mercantil no es aplicable al pacto de sumisión cuando se someta al usuario financiero a 
la jurisdicción de un lugar diferente al de su residencia habitual. Efectivamente, constituye un hecho 
notorio que las instituciones bancarias no ofrecen sus servicios únicamente dentro de una 
jurisdicción territorial específica, sino que lo hacen a lo largo de todo el territorio nacional, 
obteniendo lucro por tales actividades. Por lo anterior, resulta lógico y razonable estimar que, en 
caso de controversia, no debe obligarse a los usuarios financieros a tener que desplazarse e incurrir 
en costos extraordinarios para poder tener un acceso efectivo a la justicia, máxime si estamos en 
presencia de un contrato mercantil de adhesión cuyos términos no resultan negociables. 
Consecuentemente, con independencia de que los contratantes hayan estipulado una cláusula de 
sumisión expresa a la competencia de los juzgados y tribunales de determinada circunscripción 
territorial, lo cierto es que tratándose de contratos de adhesión celebrados con instituciones 
bancarias, esa regla no cobra aplicación, debiendo apegarse a la interpretación que más favorezca 
el derecho de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 de la Constitución Federal, que 
consiste en que los particulares cuentan con libertad para fijar la competencia donde se tramitará 
el juicio, tomando como parámetro el lugar donde se encuentre su domicilio, siempre y cuando 
también se proteja el interés de la institución crediticia demandada, que se traduce en que no se 
vea mermado su derecho de defensa por no contar con infraestructura o representación en los 
lugares en donde se desenvuelva la controversia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 192/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, 
y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 14 de noviembre de 2018. La 
votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga 
Chan Temblador. 
 
Criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera 
Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 105/2018 (cuaderno auxiliar 334/2018), consideró 
que con independencia de que las partes hubieran estipulado una cláusula de sumisión expresa al 
momento de suscribir el contrato fundatorio de la acción, que los sujetaba a la jurisdicción de los 
tribunales del Distrito Federal, actualmente Ciudad de México, lo cierto era que esa determinación 
no era razonable ni proporcional a la naturaleza de las partes en litigio, por lo que, a fin de privilegiar 
el derecho fundamental de acceso a la tutela judicial efectiva contenido en el artículo 17 de la 
Constitución Federal, el asunto podía tramitarse en la jurisdicción elegida por el actor, pues basta 
que la institución bancaria tenga su domicilio en el lugar seleccionado por el acreedor y que en ese 
lugar se haya celebrado el contrato de prestación de servicios. 
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El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el amparo 
directo 460/2017, determinó que los interesados renunciaron expresamente al fuero que la ley les 
concedió, por lo que debía estarse de manera literal al clausulado del contrato en donde las partes 
manifestaron su voluntad de someterse a la jurisdicción de los tribunales de la Ciudad de México. 
 
Tesis de jurisprudencia 1/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de enero de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 


